Carta del presidente de la Conferencia Episcopal Argentina

al Presidente Perón, sobre “estabilidad del docente privado”
Buenos Aires, 14 de diciembre de 1973. 

Al Excelentísimo Señor Teniente General 

Don Juan Domingo Perón 

Presidente de la Nación 

S./D. 

Excelentísimo Señor:


En nombre del Episcopado Argentino y por mandato de su comisión permanente, tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para rogarle que, en uso de sus atribuciones, y, en su condición de colegislador -art. 86, inciso 2º y 4º de la Constitución Nacional- quiera observar el articulo 3° del texto sancionado por el congreso de la Nación referente a la estabilidad del docente en los establecimientos no estatales, articulo que prevé que el consejo gremial de enseñanza privada sea el órgano que ordene, instruya y resuelva los sumarios tendientes a demostrar causa justa de despido.


Fundamentos de nuestra solicitud:


El consejo gremial de enseñanza privada tiene funciones muy claras, fijadas en el art. 31 de la Ley 13.047, las que ha ejercido con discreta eficacia durante veintiséis años. Dichas funciones son:


1º intervenir en la fiscalización de las relaciones emergentes del contrato de empleo privado en la enseñanza y de la aplicación de la presente ley; 

2º resolver las cuestiones relativas al sueldo, estabilidad, inamovilidad y condiciones de trabajo del personal, que no estén contempladas en el presente estatuto.

Pero ahora se le atribuyen nuevas y muy delicadas funciones. Deberá “ordenar, instruir y concluir sumarios” a personas, tareas que corresponden a una oficina de sumarios, como la del Ministerio de Cultura y Educación, que supone toda una estructuración aquí no prevista, que comienza con la existencia de juntas de disciplina, legal y representativamente constituidas, cuya creación no se dispone aquí.

Además, la materia del sumario puede ser muy delicada, a tenor de lo establecido en el art. 29 de la sanción del honorable congreso, ya que puede ser entidad de los mismos “la inconducta pública en contradicción con la orientación doctrinaria o ideología del establecimiento y el impartir enseñanza desconociendo los objetivos básicos, propios, de cada establecimiento privado, previstos en sus reglamentos internos; siempre que los mismos no se opongan a la presente ley.” Es sumamente grave el nuevo cometido que se le asigna al consejo gremial de enseñanza privada, o sea, juzgar acerca de las orientaciones y convicciones ideológicas y del comportamiento público que podría ser contradictorio con lo postulado en los diversos reglamentos internos de institutos privados. No existe en el país antecedente alguno de tribunales contenciosos o judiciales con funciones similares. Con razón se ha dicho que tal innovación producirá necesariamente tensión y conflictos, cuando no escándalos. Ni siquiera la modificación del art. 5°, que abre el consejo gremial a la intervención de dos padres de familia, a quienes no se les exige requisito especial para el cargo, notemos como por lo demás, tampoco se le exige a lo! otros integrantes del consejo gremial, con lo que, de acuerdo con la reforma de la ley sancionada, hasta habrá representantes del Ministerio de Trabajo y de la enseñanza primaria o de la enseñanza técnica, que juzgarán, y en el nivel contencioso, en forma inapelable, sobre la orientación ideológica y la conducta moral de personas, si se plantea el caso de una denuncia.

Además, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha examinado muy a menudo en su jurisprudencia el aspecto constitucional, con el rubro del “debido proceso legal como garantía innominada en la Constitución Nacional”. Según este punto de vista se puede sostener la falta de razonabilidad de la ley por sus principios demasiado abstractos y excesivamente latos porque es imposible objetivar el valor o disvalor de la noción de “inconducta pública en contradicción con la orientación doctrinaria o ideológica del establecimiento” a que se refiere el artículo pertinente de la ley. Esta falta de precisión de la ley, su vaguedad y ambigüedad constituirían el elemento de irracionalidad o de falta de razonabilidad y éstas, el medio a través del cual se violada la garantía constitucional o libertad jurídica de que los padres eduquen a sus hijos donde sus preferencias se inclinen según lo autoriza el artículo 14 de la Constitución Nacional.

Se recuerda que entre nuestros constitucionalistas se ha señalado de manera repetida que no basta que una ley sea dictada conforme a las normas procesales constitucionales y dentro de la competencia o arbitrio del órgano legislativo, para que sea válida, sino que es necesario que respete ciertos juicios de valor a los que se liga íntimamente la justicia en cuanto orden, seguridad, paz, etc. Y aquí, entonces, cabe preguntarse si ese orden y esa paz se lograrían a través de las tensiones, conflictos o escándalos que la tramitación de cada sumario originaría en materias tan opinables y subjetivas como las relativas al concepto de orientación ideológica.

Por todo ello, la comisión permanente de la Conferencia Episcopal Argentina, apoyando ampliamente la estabilidad del docente tanto público como privado en todo lo que ello tiene de justo, pide a Vuestra Excelencia quiera observar el artículo 3° del texto sancionado de referencia.

Dios guarde a Vuestra Excelencia largos años.

Adolfo Tortolo, Arzobispo de Paraná, Presidente de la Conferencia Episcopal Argentina; Pbro. Carlos Galán, Secretario General del Episcopado Argentino.

